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RESOLUCIÓN DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO  CENTRAL   

DE RECURSOS CONTRACTUALES  

 

En Madrid, a 24 de octubre de 2024.  

VISTO  el  recurso interpuesto por  D.  J.C.S.R., en representación de TRAUXIA, S.A., contra  

Pliegos del procedimiento “Continuación de la ejecución, debido a la resolución del contrato  

previo,  de las  Obras  de  la Construcción de una Oficina de la Seguridad Social,  en el  solar  

sito en la C/ Cardenal  Torquemada,  nº  1 de  VALLADOLID”,  expediente 2024/47296B,  

convocado por  la Tesorería  General  de la  Seguridad Social,  el  Tribunal,  en sesión del  día  

de la fecha, ha adoptado  la siguiente resolución:  

ANTECEDENTES DE HECHO.  

Primero.  La Tesorería  General de la Seguridad Social publicó el 4 de julio de 2024 el  

anuncio de licitación del contrato de  Obras de la Construcción de una Oficina de la  

Seguridad Social, en el  solar sito en la C/ Cardenal Torquemada, nº 1 de VALLADOLID,  

expediente 2024/47296B, a adjudicar  por procedimiento abierto, con valor estimado de  

4.717.734,04 euros.   

Segundo. Con fecha 26 de julio  de 2024,  TRAUXIA,  S.A.  ha  interpuesto  recurso especial  

en materia de contratación ante este Tribunal Administrativo Central de Recursos  

Contractuales.  El recurso se dirige contra los pliegos rectores de la licitación,  cuestionando  

el presupuesto del  contrato y las partidas y unidades de obra a ejecutar.   

Tercero.  Recibido en este Tribunal  el  expediente,  el  órgano de  contratación acompañó el  

informe a que se  refiere  el artículo 56.2 de la Ley  9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos  

del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas  

del Parlamento Europeo y Consejo 2014/23/UE  y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014  
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(en adelante, LCSP) y 28.4 del Real Decreto 814/2015, de 11 de septiembre, por el que se  

aprueba el  Reglamento  de los  procedimientos  especiales  de revisión en  materia contractual  

y de organización del  Tribunal Administrativo  Central de Recursos Contractuales (en  

adelante, RPERMC).  

Cuarto.  Con fecha 8 de  agosto  de 2024 la Secretaria del Tribunal, por delegación de éste,  

acordó adoptar  la medida cautelar  consistente  en la suspensión del  procedimiento de  

contratación, sin que esta afecte al plazo de presentación de ofertas, de conformidad con  

lo establecido en los  artículos 49 y 56 de la LCAP, de forma que según lo establecido en el  

artículo 57.3 del mismo cuerpo legal, será la resolución del recurso la que acuerde el  

levantamiento de la medida adoptada.   

Quinto.  En la tramitación de este recurso se han observado todos los trámites legal y  

reglamentariamente establecidos,  esto es,  lo prescrito  por  la  vigente  LCSP  y  por  el  

RPERMC.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO  

Primero.  El  Tribunal  Administrativo Central  de Recursos  Contractuales  es  competente  para  

el  conocimiento  y  resolución del  presente  recurso especial  en  materia de  contratación,  de  

conformidad con lo establecido en el artículo 45.1  de la LCSP.   

Segundo.  El  recurso se  interpone contra  los  pliegos  de un contrato de  obras  con un valor  

estimado superior  a 3.000.000 euros, lo que permite la interposición de este recurso  

especial al amparo de lo dispuesto en los artículos 44.1.a) y 44.2.a) de la LCSP.   

Tercero.  La interposición se ha producido dentro del plazo legal del artículo 50 de la LCSP,  

ya que los pliegos fueron publicados en la Plataforma de Contratación el 4 de julio  de 2024,  

y el recurso se ha interpuesto el 26 de julio de 2024.   

Cuarto.  Con relación a la legitimación, según el  artículo 48 de la LCSP:  «podrá interponer  

el recurso especial en materia de contratación cualquier persona  física o jurídica cuyos  

derechos o intereses legítimos, individuales o colectivos, se hayan visto perjudicados o  

puedan resultar afectados, de  manera directa o indirecta, por las decisiones objeto del  

recurso».  En el presente caso, el  recurso se interpone por una licitadora que no ha  

presentado oferta, tal y  como se deduce del expediente administrativo,  por el certificado  

expedido al efecto.   
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Para analizar la legitimación del recurrente que  no presenta oferta, debemos  recordar la  

interpretación que este Tribunal viene haciendo de lo señalado en el  artículo 48 de la LCSP  

anteriormente  citado,  entre otras,  en nuestra Resolución de 28 de septiembre  de 2023 (nº  

1229/2023, recurso 1084/2023), en la cual señalamos:   

«Sobre la legitimación para la impugnación de pliegos, distinguiendo que se presente o no  

proposición,  hemos  indicado, entre otras, en la  resolución nº  3/2023,  de 13 de enero  de  

2023, cuanto sigue:  “Tal  como hemos expuesto en nuestra Resolución n°  1512/2022, de 1 

de diciembre (Recurso n° 1451/2022) la doctrina de este Tribunal en relación con la  

legitimación activa de los recurrentes que no han  presentado oferta en el procedimiento de  

contratación puede resumirse en dos consideraciones:  “para recurrir los pliegos de una  

licitación,  el  empresario debe –  como regla general  con arreglo al  artículo 50.1.b)  de la 

LCSP–  haber presentado proposición, pues  sólo en este caso adquiere la expectativa de  

resultar  adjudicatario del  contrato  que conforma  el  interés  fundante de su legitimación;  sin  

perjuicio de lo anterior, es preciso reconocer  –excepcionalmente–  tal legitimación al  

empresario que no haya concurrido a la licitación como consecuencia de condiciones  

discriminatorias incluidas en los  pliegos que la rigen de cara a su admisión en ella,  

condiciones que son precisamente las que combata en su recurso.”   

De forma  más extensa,  el criterio adoptado por  este Tribunal se expone  en los  siguientes  

términos en la resolución n° 443/2021, de 23 de abril (recurso n° 295/2021): “En particular,  

y respecto del interés que puede ostentar quien no es licitador, se recoge  la doctrina de  

este Tribunal, entre otras muchas, en nuestra Resolución 865/2020, de 31 de julio, recurso  

611/2020, y en todas las que menciona, en la  que se indica: “Este Tribunal ha tenido  

ocasión de pronunciarse en diversas ocasiones sobre la legitimación para recurrir los  

pliegos que rigen una licitación. En nuestra Resolución 990/2019, de 6 de septiembre,  ya  

declaramos que:   

“este Tribunal  viene restringiendo la legitimación para interponer el  recurso especial  a  

quienes  hayan sido parte del  procedimiento  en,  entre otras,  la resolución 195/2015,  de 27  

de febrero, en que se dijo: “Este derecho o interés legítimo (como hemos dicho en la  

Resolución nº 619/2014,  en la 899/2014 o en la 38/2015) no concurre entre  quienes no han  

participado en el procedimiento, porque no pueden resultar adjudicatarios del mismo. No  

existe, en este caso, ninguna ventaja o beneficio que sea consecuencia del ejercicio de su  
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acción, equiparable o asimilable a ese derecho o interés en que se concreta la legitimación  

activa para intervenir  en este recurso especial”.  Trasladado este  criterio a las  

impugnaciones de pliegos resulta, con carácter general, que únicamente los licitadores  

pueden impugnar los pliegos. Afirmación que se  matiza para permitir la impugnación de los  

pliegos a aquellas personas que no hayan podido tomar parte en la licitación precisamente  

por el  motivo en que fundamentan su  recurso.  En  este sentido Resolución 967/2015, de 23  

de octubre,  reiterada en la 809/2019 de 11 de julio:  “el  recurso debe ser inadmitido también  

por  falta de legitimación activa, pues la entidad ya no va a poder tomar parte en el  

procedimiento de contratación,  no impidiéndole -como ya hemos  visto anteriormente- el 

motivo  de  su  impugnación de  los  pliegos  licitar  al  procedimiento  que  ahora recurre”.  En  

este sentido, el Tribunal viene admitiendo excepcionalmente (por todas, Resolución  

924/2015, de 9 de octubre) la legitimación del recurrente que  no ha concurrido a la licitación  

cuando el motivo de impugnación de los pliegos le impide participar en el  procedimiento en  

un plano de igualdad (Tribunal Supremo, Sala Tercera, de lo Contencioso-administrativo,  

Sección 7ª, Sentencia de 5 junio 2013). En  efecto,  para admitir legitimación para recurrir  

los pliegos que rigen una licitación por quien no ha tomado parte en la misma resulta  

necesario que la entidad recurrente, al  menos, se  haya visto impedida de participar en base  

a las  restricciones introducidas en los pliegos objeto de recurso, pues no resulta admisible 

un recurso en materia de contratación basado en  un mero interés en la legalidad abstracta  

del procedimiento de licitación, no admitiéndose una acción popular en esta materia.  En 

este sentido, y como afirma la Resolución 1166/2019 de este Tribunal: “La regla  es que  

únicamente los operadores económicos que han  presentado oferta al procedimiento, están 

legitimados para impugnar los pliegos rectores del mismo, pues solo estos  pueden llegar a 

obtener  la adjudicación del contrato. Ahora bien, esta regla general,  tiene una excepción,  

en aquellos casos en que el empresario recurrente impugne una cláusula del Pliego que le  

impida participar en condiciones de igualdad con la correspondiente licitación. En  este 

último supuesto, ha señalado este Tribunal que es necesario que exista en el recurrente  

una intención directa en participar en condiciones de igualdad con otros licitadores, de  

modo que  debe  justificarse esa intención en  participar  en el  proceso. (Resoluciones  

TACRC 235/2018,  686/2019, 523/2019, 990/2019, entre otras)”.»   
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Por  todo ello,  a la vista de  los  términos  en los  que se ha interpuesto el  recurso,  en particular,  

las  cláusulas  que  se  impugnan de  los  Pliegos,  el  recurso  debe  ser  inadmitido con  base  en  

el artículo 55 b) de la LCSP».   

La doctrina anterior  ha sido mantenida y ha resultado avalada posteriormente. Así, entre  

otras, en nuestra Resolución nº 230/2024 y en las que en ella se citan (Resoluciones nº  

1229/2023 y  nº  1506/2023),  –acogiendo la doctrina sentada  por  la sentencia de 26 de  enero  

de 2022 del  TGUE, Sala novena ampliada, en el asunto Leonardo SpA contra Agencia  

Europea de la Guardia de Fronteras y Costas–, y en la que hemos señalado que:   

“Siendo ello así  y dado  que en modo alguno el  recurrente justifica mínimamente que las  

cláusulas que impugna le hayan impedido presentar oferta en condiciones de igualdad,  

este  Tribunal  considera  que carece  de  legitimación para  interponer  el  recurso,  al  no  reunir  

los requisitos exigidos por el artículo 48 de la LCSP, tal y como se ha interpretado, entre  

otras, en nuestra Resolución nº 843/2023 y las que en ella se citan”.   

La doctrina establecida por este Tribunal, para analizar la legitimación del recurrente que  

no presenta oferta, puede sintetizarse en que el recurso solo será admisible cuando el  

recurrente alegue y  mínimamente pruebe que la cláusula o cláusulas del pliego  que  

impugna son nulas, discriminatorias y le impiden presentar oferta en  condiciones de  

igualdad.   

La sentencia  de 26  de enero de  2022 del  TGUE,  asunto Leonardo SpA  contra Agencia  

Europea de la Guardia de Fronteras  y  Costas,  confirma el  criterio que este Tribunal  viene 

manteniendo al analizar la legitimación del  recurrente que no presenta oferta.   

La entonces recurrente,  la empresa Leonardo, recurría el anuncio de licitación sin haber  

presentado oferta, denunciando que las reglas de la licitación contienen cláusulas  contra  

legem  e injustificadas  que exponen a  los  posibles  competidores  a exigencias  irrealizables  

desde el punto de vista  técnico. La Sala resuelve  el recurso inadmitiéndolo y desestimando  

la pretensión relativa a una indemnización de daños y perjuicios. Los argumentos  para la 

inadmisión avalan la inadmisión del  recurso por  falta de legitimación del recurrente, que no  

presenta oferta.  

Por consiguiente y tomando en consideración la doctrina anterior, se  constata que el  

recurrente  impugna  el  proyecto  de  la obra  y  el  presupuesto  base  de  licitación,  por  unos  
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motivos,  que,  en ningún  caso, le impedirían, a  juicio de este Tribunal, presentar la oferta ni  

concurrir a la licitación (Resolución nº 1506/2023, de 16 de noviembre, entre otras).  

El recurso se  centra en defender  «la falsedad de los Pliegos de la nueva licitación por incluir  

partidas ya ejecutadas.  (…) La conclusión final es que nos encontramos ante un objeto que  

es  (parcialmente, en la parte ya ejecutada) de contenido imposible. Eventualmente, pudiera  

haberse incurrido en infracción penal.»  

La mayor  parte  del  extenso escrito del  recurso se dedica,  en las  propias  palabras  de la  

recurrente,  a «criticar  la  Memoria,  demostrando  las  partidas  que,  a pesar  de  ya estar  

ejecutadas, aparecen nuevamente incluidas en el Proyecto de licitación»  y  fundamenta su  

legitimación en  el  hecho  de  que  conoce  «la  existencia de  partidas  ya  ejecutadas.  En  su  

razón, no concibe  otro modo de actuar conforme a derecho que el de la denuncia de la  

situación, porque, de no  denunciarla, concurriría  a la licitación en posición ilegal de ventaja 

competitiva.»  

Resulta evidente que esta argumentación no permite tener por acreditado el requisito de la  

legitimación,  ya que la recurrente no prueba la existencia de obstáculo alguno,  que le 

impida presentar su oferta. La mera alegación de que al haber sido la recurrente la  

adjudicataria del contrato previo  y que por ello  se encuentra en una situación de ventaja  

competitiva respecto de los demás potenciales  licitadoras,  no es admisible.   

La posibilidad de impugnar  un pliego cuando no  se ha presentado oferta se refiere a la  

situación justamente contraria,  es  decir,  en este caso,  podrían ser  otras  potenciales  

licitadoras las que, si así lo considerasen, denunciasen los pliegos por  considerar  que  

sitúan en una posición de superioridad a la aquí  recurrente y  entendiesen  que habría  que  

aplicar,  por  ejemplo,  una  cláusula de condiciones  especiales  de compatibilidad del  art.  70  

LCSP.   

Asimismo,  sostiene  la recurrente  que  «Sea consciente o  inconsciente  la  aprobación de  un  

presupuesto que contiene partidas ya ejecutadas, lo cierto es que todos  estos principios  

están afectados, porque la aprobación de un presupuesto que contempla partidas  

innecesarias (por encontrarse ya ejecutadas) viola el principio de integridad, afecta al  

control de gasto,  y ataca  el núcleo de la eficiente utilización de fondos destinados a obras.»  
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Esta presunta vulneración del principio de eficiencia en la asignación del gasto público  

tampoco puede reputarse suficiente para justificar la legitimación de la recurrente puesto  

que no acredita  de qué  manera  dicha infracción  le ha impedido presentar  una  oferta.  Y  

recordemos  que es  doctrina reiterada  de  este  Tribunal  que no  cabe una acción pública en  

defensa de la legalidad en el recurso especial en materia de contratación.   

A  mayor  abundamiento,  este  Tribunal  no  puede  desconocer  el  hecho  de  que la  recurrente  

fue  la  licitadora de un  contrato anterior que tenía por objeto la ejecución de la obra  

fundamento de la presente licitación impugnada,  habiendo sido dicho contrato  resuelto tras  

múltiples  incidencias  y  conflictos  en  su  ejecución.  La recurrente  pretendió facturar  en  la  

liquidación del  anterior  contrato,  como realizadas,  partidas  que,  según  los  informes  técnicos  

emitidos  no  han sido ejecutadas.  Ante  la negativa del  órgano  de  contratación al  abono de  

las  cantidades  improcedentemente reclamadas,  la recurrente acudió a la jurisdicción  

contencioso-administrativa, existiendo en la actualidad un litigio en curso abierto entre ésta  

y la TGSS.  

A la vista de  dichos antecedentes parece que,  tal y como señala el órgano de contratación 

en su informe, la recurrente más  que tener un interés legítimo en concurrir a la presente  

licitación, la interposición del recurso obedece  «a  un fin distinto al que  tiene establecido por  

la ley dentro del procedimiento de licitación, ya que parece perseguir algún tipo  de ventaja  

procesal espuria en el litigio existente en la jurisdicción contencioso-administrativa, con  

objeto de  obtener  satisfacción a  la pretensión de  cobro  de  partidas  de  obra no  ejecutadas  

en el desempeño del anterior contrato.»  

A juicio de este Tribunal, según el principio de buena fe, principio de carácter  general  

informador de la totalidad del  Ordenamiento Jurídico, el comportamiento  de la recurrente  

pudiera llegar incluso a  constituir  un abuso de derecho, al instrumentalizar los  

procedimientos administrativos para fines que, a todas luces, exceden sus límites.   

Finalmente, respecto de las insinuaciones que  hace la recurrente en su escrito sobre  

posibles implicaciones  penales en la tramitación de este expediente  de licitación, se  

recuerda la posibilidad que tiene la recurrente de denunciar los hechos ante el  Ministerio  

de Fiscal si entiende que efectivamente dichos hechos pudieren ser constitutivos de delito.   

Atendido todo lo anterior  y puesto en  relación con la doctrina expuesta, no habiendo  

presentado  oferta,  sin alegar  ni  justificar  mínimamente  que  las  cláusulas  impugnadas  le  
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hayan impedido hacerlo, no resulta acreditado un interés legítimo, que permita reconocer  

legitimación a la recurrente para la interposición del recurso especial como exige el artículo  

48 de la LCSP.   

Las razones expuestas conducen a la inadmisión del recurso por falta de  legitimación del  

recurrente con base en el artículo 55 b) de la LCSP.  

Por todo lo anterior,  

VISTOS los preceptos legales de aplicación  

ESTE TRIBUNAL,  en sesión celebrada el día de la fecha  ACUERDA:  

Primero.  Inadmitir  el recurso interpuesto por  D.  J.C.S.R., en representación de TRAUXIA,  

S.A., contra Pliegos del procedimiento  “Continuación de la ejecución, debido a la resolución  

del contrato previo, de las  Obras de la Construcción de una Oficina de la Seguridad Social,  

en el  solar  sito en  la C/  Cardenal  Torquemada,  nº  1 de VALLADOLID”,  expediente  

2024/47296B, convocado por la Tesorería  General de la Seguridad Social.  

Segundo.  Levantar  la suspensión del  procedimiento de  contratación,  de  conformidad con  

lo establecido en el artículo 57.3 de la LCSP.  

Tercero.  Declarar que no  se aprecian elementos  suficientes para imponer la multa prevista  

en el artículo 58.2 de la LCSP  

Esta resolución es definitiva en la vía administrativa y contra la misma cabe interponer  

recurso  contencioso-administrativo ante  la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la  

Audiencia Nacional, en el plazo de dos  meses, a contar desde el día siguiente a la  

recepción de esta notificación, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 11.1 letra f  

y 46.1 de la Ley 29 / 1998, de 13 de  julio, Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-

administrativa.  

LA PRESIDENTA  

LAS VOCALES  
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